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NIEGA PRUEBA SOBREVINIENTE. [L]e asistió razón a la juez de primer grado para negar esa solicitud de la FGN con base en su argumento básico, consistente en que el hecho de que una persona deje de pertenecer a una entidad, no impide su comparecencia al juicio, por lo cual era posible que las ex funcionarias del INVIMA Lina Johana Bulla Escobar Gladys Montoya García fueran ubicadas por la FGN para efectos de que rindieran su testimonio en el juicio oral, por lo cual no resultaba procedente que se convocaran nuevos testigos que no habían sido solicitados por el ente acusador en la audiencia preparatoria.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, veintiséis (26) de enero de dos mil dieciocho (2018)
Acta No. 060
Hora: 8:46 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Se procede a resolver lo concerniente al recurso de apelación interpuesto por la representante de la FGN, contra la determinación adoptada por la juez promiscua del circuito de La Virginia que en sesión de juicio oral negó la recepción de dos testimonios solicitados como prueba sobreviniente por la delegada del ente acusador.
2. ANTECEDENTES

2.1 Según el escrito de acusación presentado por la Fiscalía General de la Nación el supuesto fáctico es el siguiente
:

“La doctora LINA JOHANA BULLA ESCOBAR perteneciente al Grupo de Control Disciplinario Interno del Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos INVIMA adscrito al MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL de Bogotá, remite a la Fiscalía General de la Nación copia de la actuación que vienen adelantando en contra del Doctor GILBERTO AVENDAÑO CRUZ, ex funcionario del INVIMA con sede en el municipio de La Virginia Risaralda.

La Investigación disciplinaría en contra de AVENDAÑO CRUZ se inició con base en el Oficio No. 0232 del 27 de mayo de 2008 que el Alcalde Municipal y el Administrador de la Planta de Sacrificio de LA VIRGINIA remitieron a la doctora DIONISIA YUSTI  RIVAS Coordinadora Territorial Occidente 1, informándole que el señor GILBERTO AVENDAÑO, médico veterinario, quien hace las veces de visitador o Inspector del INVIMA, les viene truncando el normal desarrollo tanto del funcionamiento de la planta como el estudio de la misma.

Le informan:
En su llegada a ese municipio el doctor GILBERTO AVENDAÑO les ofreció el servicio de ASESORÍA EXTERNA para adelantar el pian de cumplimiento por un valor de SETENTA MILLONES DE PESOS ($70.000.000), dicho funcionario les garantizó que con su asesoría convertía en un hecho la Certificación, ya que labora con la institución.

Ante la negativa de esa Administración de acceder a su propuesta, arremetió contra todos los procesos de la planta y es así como objetó varios procesos y prohibió varías veces sacrificios sin carga Argumentativa, procesos que antes de la propuesta hecha por el funcionario de INVIMA permitía y toleraba.

El INVIMA, a través del Grupo de Control Disciplinario Interno abrió Indagación Preliminar Radicación No. 025-2008 en contra de GILBERTO AVENDAÑO CRUZ.

Se conoce que GILBERTO AVENDAÑO CRUZ es Profesional Universitario Código 2044 Grado 11 en la Subdirección de Alimentos y Bebidas Alcohólicas Grupo de Trabajo Territorial Occidente 1 del INVIMA Asignado a (a Planta P.BA LA VIRGINIA, y según los oficios que reposan en la carpeta del caso, actualmente se encuentra por fuera de la entidad.

A su llegada al municipio el doctor GILBERTO AVENDAÑO CRUZ le ofreci{o a la Administración Municipal de La Virginia Risaralda, el servicio de ASESORÁ EXTERNA para adelantar el plan de cumplimiento por un valor de SETENTA MILLONES DE PESOS ($70.000.000), dicho funcionario les garantizó que con su asesoría convertía en un hecho la certificación, ya que laboraba en la institución. 

Ante la negativa de esa Administración de acceder a su propuesta, arremetió contra todos los procesos de la planta y así fue como objetó varios procesos y prohibió varias veces sacrificios sin carga argumentativa, procesos que antes de la propuesta hecha por el funcionario de INVIMA permitía y toleraba. 
Es decir, se presentó un constreñimiento y/o persecución en contra de la Administración Municipal de La Virginia Risaralda.

(…)”

2.1.1 El 13 de octubre de 2010 ante el Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia Risaralda, con función de Control de Garantías, se formuló imputación en contra de Gilberto Avendaño Cruz como autor de la conducta punible de concusión, sin que aceptara los cargos.

3. SOBRE LA ACTUACIÓN QUE DIO ORIGEN AL PRESENTE RECURSO.
3.1 Del registro de la sesión del juicio oral, que dio origen a la presente actuación, se extrae lo siguiente: 
· Después de presentar su teoría del caso, se le concedió el uso de la palabra a la delegada de la FGN para que presentara sus testigos.

· La representante del ente acusador manifestó que en su momento había ofrecido una serie de testimonios de servidores vinculados con el INVIMA. Sin embargo, al enviar las respectivas citaciones al nivel central de esa entidad le comunicaron por oficio del 2 de septiembre de 2011, que la Dra. Gladys Montoya García ya no ocupaba el cargo de “Coordinadora de la Oficina de Talento Humano” y que había sido reemplazada por Juan Ismael Moreno y que la Dra.  Lina Johana Bulla Escobar, encargada de la Oficina de Asuntos Disciplinarios, había sido sustituida por Jairo Pardo Suarez.

· Por lo tanto solicitó que se decretara el testimonio de los profesionales Pardo y Moreno, con el objeto de autenticar unos documentos provenientes del INVIMA. 

· La fiscal precisó que esos nuevos testigos no iban a referirse a los hechos investigados, sino que se solicitaba su comparecencia al juicio para introducir las pruebas documentales remitidas por el INVIMA sobre: i) la calidad de servidor público del señor Gilberto Avendaño Cruz; y ii) acreditar que en contra del proceasdo se estaba adelantando un proceso disciplinario en esa entidad.
3.2 La defensora del procesado se opuso a esa solicitud, para lo cual adujo lo siguiente: i) teniendo en cuenta las normas del juicio oral no era lógico que se cambiaran los testigos; ii) los nuevos declarantes pedidos conocieron los hechos mucho tiempo después de la fecha en que ocurrieron y no tenían información concreta sobre lo que pasó; iii) esas personas no fueron citadas como testigos en la audiencia preparatoria; y iv) hasta ahora se entera de esa solicitud lo que afecta su derecho a la preparación del juicio. 
4. SOBRE LA DECISIÓN RECURRIDA
4.1 La A quo se pronunció sobre la solicitud de la delegada de la FGN. La síntesis de su decisión fue la siguiente: 
· La audiencia de juicio oral no es el escenario apropiado para solicitar pruebas, sino que está prevista para practicar las que fueron decretadas en la audiencia preparatoria.
· El testimonio es un medio de prueba que consiste en el relato que hace un tercero al juez, sobre el conocimiento que tiene de hechos en general. 
· El hecho que una persona haya dejado de ejercer un cargo no le impide para nada que pueda ser obligada a rendir un testimonio, máxime cuando el Estado puede exigir a los ciudadanos que se encuentren en su territorio que entreguen  su declaración en un juicio, según el artículo 388 del CPP.
· Existe la posibilidad de que durante el juicio alguna de las partes intervinientes solicite la práctica de una prueba, la cual podrá ser decretada cuando dicho medio de prueba hubiera sido encontrado durante el desarrollo del juicio y sea muy significativa para su incidencia. Sin embargo esa situación no se adecua al presente caso, pues al verificar las pruebas que pidió la FGN en la audiencia preparatoria se observa que el testimonio de la señora Lina Johana Bulla Escobar fue pedido para que dijera cuáles fueron los hechos que motivaron la formulación de la denuncia contra el acusado en la FGN y cuál es el procedimiento seguido durante el trámite disciplinario, por lo que no sería factible en este momento el cambio de dicha testigo ya que una decisión en ese sentido iría contra los principios del sistema penal acusatorio, al ser sorprendida la defensa con un medio probatorio que desconocía, lo que iría en contraposición al debido proceso y al derecho de defensa.

4.2 Por lo tanto se negó el pedimento de la Fiscal. La decisión fue recurrida por la representante del ente acusador.
5. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO

5.1 Delegada FGN (recurrente) 

· En su oportunidad solicitó los testimonios de las Dras. Lina Johana Bula Escobar y Gladys  Montoya García, la primera en calidad de jefe del grupo de Control Disciplinario Interno del INVIMA y la segunda como Coordinadora del Grupo de Talento Humano de la misma entidad en Bogotá, para los efectos referidos, pruebas que  fueron decretadas.
· Al solicitar esas pruebas no dijo que esas personas fueran testigos de los hechos sino que se trataba de acreditar una situación puntual, dirigida a demostrar que el INVIMA estaba llevando un proceso disciplinario contra el procesado Gilberto Avendaño Cruz y que esa entidad remitió a la FGN copia de la queja. Esto lo hizo la doctora Lina Johana Bulla actuando como servidora pública y cumpliendo una función específica que hoy está en cabeza del Dr. Pardo.
· El testimonio de la Dra. Gladys Montoya García se pidió para introducir la documentación tendiente a demostrar la calidad de servidor público del señor Gilberto Avendaño, ya que para la fecha de los hechos ella fue quien remitió la hoja de vida del acusado en razón de su función como jefe de grupo de Talento Humano del INVIMA, situación que desea acreditar con el testimonio del Dr. Moreno.
· Con las pruebas solicitadas solo se pretende que se establezcan dos situaciones a saber: i) que el INVIMA denunció al funcionario Avendaño Cruz; y ii) que se está adelantando un proceso disciplinario en su contra y el estado del mismo. La Dra .Bula Escobar no estaría en capacidad  de indicarlo porque ya no trabaja en esa institución y quien hace sus veces es el Dr. Pardo . Por su parte la Dra. Gladys Montoya solamente señalaría lo relativo a la  hoja de vida que reposaba en sus archivos para el momento en que la FGN lo pidió. El Dr. Moreno puede confirmar que él tiene la hoja de vida original del funcionario investigado y que lo enviado es copia autentica de lo que allí reposa.
· Por lo anterior solicita se revoque la decisión de primera instancia y se autorice que el Dr. Jairo Pardo Suarez rinda declaración en vez de la Dra. Lina Johana Bula Escobar, únicamente para autenticar los documentos que esa profesional le remitió a la FGN y del Dr. Juan Ismael Moreno, actual Coordinador de Talento Humano, para que reemplace el testimonio de la Dra. Gladys Montoya García toda vez que con ella se iban a autenticar documentos propios del INVIMA, actuado como servidores públicos y no como personas naturales.
5.2 Defensora (no recurrente) 
· Se mostró de acuerdo con la decisión de la juez de primer grado, para lo cual adujo que si la señora Lina Johana Bula quien formuló la queja contra el acusado no iba a estar presente e iba a ser sustituida por una persona que no tuvo conocimiento en ese momento, el hecho de que esa persona actualmente no esté vinculada al  INVIMA no era impedimento para que se presentara a rendir su testimonio sobre lo que pudo enterarse.
· No se considera lógico que en esta altura del proceso se cambien los testigos de la FGN de manera arbitraria, teniendo en cuenta que no se ha acreditado que estas personas se encuentren enfermas o se hallen fuera del país y solamente se ha manifestado que ya no laboran en el INVIMA.
· Por lo anterior solicita que sea confirmada la decisión tomada por la juez de conocimiento.
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1 Esta Sala es competente para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto por el artículo 34-1 de la ley 906 de 2004.
6.2 Consideración inicial 
En el presente caso la audiencia preliminar de formulación de imputación se adelantó el 13 de octubre de 2010 ante el Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia, por el delito de concusión (art. 404 C.P.) que tiene establecida una pena de prisión de 96 a 180 meses de prisión, para lo cual debe tenerse en cuenta que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 83 del C.P. en su segundo inciso y de acuerdo a la redacción de esa norma, para la fecha de la audiencia preliminar: “Al servidor público que en ejercicio de sus funciones de su cargo o con ocasión de ellos realice una conducta punible o participe en ella el término de prescripción se aumentará en una tercera parte.”, lo que indica que ese fenómeno de extinción de la acción penal se presentaría en un término de 120 meses a partir de la fecha de la audiencia preliminar, esto es el 13 de octubre de 2020 (10 años).
6.3 Problema jurídico
Con base en el principio de limitación de la doble instancia y en atención a la decisión impugnada, el problema jurídico a resolver se contrae a determinar el grado de acierto de la determinación del A quo, de negar la solicitud presentada por la delegada de la FGN con el fin de que se sustituyeran dos testigos que había pedido inicialmente, a efectos de introducir unos documentos al proceso, para lo cual adujo que estas personas ya no laboraban en la entidad INVIMA.
6.3.1 En el presente caso el principal argumento de la recurrente para solicitar el reemplazo de sus testigos, es que con los nuevos declarantes solo pretende probar que el INVIMA fue la entidad que denunció al procesado; que en contra de este se estaba adelantado un proceso disciplinario y el estado del mismo, planteando que los declarantes que había relacionado inicialmente para acreditar esos hechos no estaban en capacidad de comparecer al juicio ya que habían dejado de trabajar en esa entidad.
6.3.2 Por su parte la defensa considera ilógico que se cambien los testigos sin que se acredite la indisponibilidad de los declarantes iniciales por razones de enfermedad o porque se encuentren fuera del país, lo cual no constituye impedimento para que se presenten a rendir su testimonio sobre los documentos que se pretenden autenticar con ellos.
6.3.3 En este caso la decisión del juez de primer grado se basó en considerar que el cambio de testigos iba en contravía con los principios con los que esta edificado el sistema penal acusatorio, pues se sorprendería a la defensa con medios probatorios que desconocía, fuera de que el hecho que una persona haya dejado de ejercer un cargo, no le impedía ser convocada al juicio para que rindiera su testimonio. 

6.4 Solución al caso concreto.
6.4.1 Las reglas para el descubrimiento probatorio se encuentran establecidas en los artículos 344 y 346 del CPP, donde se determinan los momentos en los que las partes deben revelar sus elementos materiales, así como los casos en que procede el descubrimiento probatorio de manera excepcional en razón del descubrimiento de un EMP o EF, que se conoció con posterioridad a la audiencia preparatoria y que constituya una prueba sobreviniente, de admisión excepcional, por lo cual la parte que la solicita tiene la carga de demostrar su pertinencia y admisibilidad, en los términos que indica la ley. 

6.4.2 Con respecto a la prueba sobreviniente en la jurisprudencia pertinente de la SP de la CSJ radicado 44925 del 4 de marzo de 2015, se dijo lo siguiente:

“(...)
3. El descubrimiento probatorio es uno de los pilares del sistema penal acusatorio derivado, entre otros, del principio de igualdad de armas. También es expresión de otros principios como los de lealtad, defensa, contradicción, objetividad, legalidad y garantiza que ninguno de los intervinientes sea sorprendido por los elementos de prueba que va a pedir su oponente para el juicio oral. Apunta a que fiscalía y defensa conozcan oportunamente cuáles son los elementos de prueba sobre los cuales su contraparte fundará su teoría del caso y, de ese modo, cada uno asuma la estrategia connatural a su rol.   
Este descubrimiento no se agota en un solo momento sino que es paulatino, decantando la Corte en su jurisprudencia que va desde la formulación del escrito de acusación abarcando, incluso, el juicio oral (Cfr. CSJ AP, 8 Nov 2011, Rad. 36177). Sin embargo, para esta última fase está condicionado a que durante su trancurso, “alguna de las partes encuentr[e] un elemento material probatorio y evidencia física muy significativo que debería ser descubierto”, en ese caso, refiere el artículo 344 de la Ley 906 de 2004, lo pondrá en conocimiento del juez, quien, oídos los intervinientes y atendiendo el perjuicio que podría producirse al derecho de defensa y la integridad del juicio, decidirá si es excepcionalmente admisible o debe excluirse.

3.1. En el presente asunto, el recurrente estima que concurren los requisitos específicos de este canon, pero deja de considerar en su tesis que el instituto solo opera ante circunstancias de inusitada connotación, en tanto el descubrimiento probatorio oportuno resulta tan superlativo que los artículos 346 y 374 de la citada codificación prevén, en su orden, que si no se lleva a cabo en la formulación de la acusación o en la audiencia preparatoria, “no podrán ser aducidos al proceso ni convertirse en prueba del mismo, ni practicarse durante el juicio” aquellos medios de conocimiento no invocados en dichas oportunidades. Y no puede ser de otra manera, toda vez que el ámbito de debate sobre las aristas de interés para el ejercicio de la acción penal se delimita en las fases antecedentes al juicio oral, por lo que la práctica de pruebas luego de esos escenarios desquiciaría su secuencia lógica. 
Bajo esa perspectiva, ha de decirse que es claro que los testimonios que pide la defensa no se acompasan a esa connotación extraordinaria, siendo palmario que en su discurso desnaturaliza la teleología de la figura y pasa por alto además las precisiones que la Sala le hizo en el auto del 21 de mayo de 2014 proferido en el radicado 42864, en orden a que para la solicitud de pruebas, en general, no puede dejarse al azar su necesidad ante una “presunción de pertinencia, conducencia o utilidad”, ni muchos menos pretender que su práctica responde a criterios sujetos al albur, “a ver qué pasa” o “por si acaso”: 

(...) 
Por consiguiente, no puede acudirse a la figura de las pruebas sobrevinientes de modo residual para postular elementos de juicio que debieron haber sido pedidos en su debida oportunidad, ni constituye una instancia adicional a la audiencia preparatoria, pues se trata, conforme se consignó en precedencia, de un instituto caracterizado por la excepcionalidad, lo imprevisible, lo repentino, lo inesperado. Por eso, ha dicho la Sala que “la prueba sobreviniente no está diseñada para habilitar un nuevo periodo de descubrimiento orientado a remediar las omisiones de las partes en el trabajo investigativo que deben realizar para sustentar su teoría del caso.”. (CSJ AP 3136-2014).” (Subrayas ex texto)
6.4.3 Según el acta de la audiencia preparatoria, la delegada de la FGN manifestó que las testigos Lina Johana Bulla Escobar, Dionisia Yusty Rivas y Perla Inés Llinas Álvarez, funcionarias del INVIMA, rendirían testimonio sobre: “... los hechos que motivaron la formulación de la denuncia ante la fiscalía y cuál es el procedimiento que se ha dado al trámite disciplinario de la queja que se formuló...” y en lo relativo a la testigo Gladys Montoya García se indicó que era la persona: “...que hizo llegar a la fiscalía la documentación que acredita la calidad de servidor público del Doctor Gilberto Avendaño Cruz, para la época de los hechos “. 

6.4.4 Ahora bien, el examinar la actuación adelantada en la audiencia que dio lugar al presente recurso se advierte que la delegada de la FGN, solicitó como nuevos testigos a los funcionarios del INVIMA Juan Ismael Moreno, quien reemplazó a la Dra. Gladys Montoya García, en el cargo de “Coordinadora de la Oficina de Talento Humano” y al Dr. Jairo Pardo Suárez, quien sustituyó a la Dra. Lina Johana Bulla Escobar.

La misma funcionaria precisó que los nuevos testigos citados no iban a referirse a los hechos investigados, sin que se solicitaba su comparecencia al juicio para introducir las pruebas documentales remitidas por el INVIMA sobre: i) la calidad de servidor público del señor Gilberto Avendaño Cruz; y ii) acreditar que se le estaba adelantando un proceso disciplinario en esa entidad.
6.4.5 Es evidente que en virtud de la condición de admisión excepcional que tiene la prueba sobreviniente, y lo expuesto en el precedente antes citado, le asistió razón a la juez de primer grado para negar esa solicitud de la FGN con base en su argumento básico, consistente en que el hecho de que una persona deje de pertenecer a una entidad, no impide su comparecencia al juicio, por lo cual era posible que las ex funcionarias del INVIMA Lina Johana Bulla Escobar Gladys Montoya García fueran ubicadas por la FGN para efectos de que rindieran su testimonio en el juicio oral, por lo cual no resultaba procedente que se convocaran nuevos testigos que no habían sido solicitados por el ente acusador en la audiencia preparatoria.

6.4.6 Si bien es cierto que esa situación debe conducir a la confirmación de la decisión de primer grado, también resulta conveniente aclarar que como consecuencia del criterio vigente de la SP de la CSJ sobre la introducción de documentos públicos, las pruebas relacionadas por la Fiscal en la audiencia del juicio oral, esto es la certificación del INVIMA sobre la calidad de servidor público del señor Avendaño Cruz y la otra evidencia documental correspondiente a un proceso disciplinario que se adelantaba en su contra, no requieren de testigo de acreditación para ser ingresadas al juicio por tratarse de documentos públicos contenidos en el artículo 425 del CPP, como se dijo en CSJ SP del 1 de junio de 2017, radicado 46278 así: 
“(...)

La Corte juzga necesario reconsiderar parcialmente ese criterio y retomar de nuevo aquel según el cual el testigo de acreditación sólo se torna indispensable para introducir al juicio oral los documentos sobre los cuales no recae la presunción de autenticidad a que se refiere el artículo 425 de la Ley 906 de 2004, de tal manera que aquellos que gozan de esa presunción pueden ser ingresados directamente por la parte interesada. 
Ese es el lógico y justo alcance que debe atribuirse tanto al literal d) del numeral 5. del artículo 337 de la Ley 906 de 2004, como al artículo 63 de la Ley 1453 de 2011, porque si la finalidad del testigo de acreditación es demostrar la autenticidad del documento, no tiene ningún sentido hacerlo cuando el mismo goza de esa presunción. Ésta tiene como implicación que se invierta la carga de la prueba, de modo que será a la otra parte a quien le corresponderá desvirtuarla, si considera que la escritura es falsa total o parcialmente.
Desde luego, no se discute que para poder ejercer en esos términos la debida confrontación es necesario que la contraparte conozca a cabalidad el contenido del documento. Pero, para la Sala, ese derecho se garantiza plenamente con el descubrimiento de la prueba en las oportunidades que la ley prevé para el efecto y con su solicitud y decreto en la audiencia preparatoria.
No es, por tanto, que el artículo 63 de la Ley 1453 de 2011, al emplear el vocablo “podrá”, establezca una facultad discrecional para la parte, pues frente a los documentos que no gozan de la presunción de autenticidad sí se requiere obligatoriamente el testigo de acreditación. Respecto de ellos quien los introduce al juicio oral tiene la carga de demostrar la forma como se obtuvieron, quién los suscribió, si son originales o copias y los datos generales referentes a su contenido, es decir, conforme se señaló en CSJ SP, 21 febr. 2007, rad. 25920, le corresponderá “afirmar en la audiencia pública que un documento es lo que la parte dice que es”, todo en orden a demostrar su genuinidad. 
Esa obligación, se insiste, no opera en relación con los documentos enlistados en el artículo 425 de la Ley 906 de 2004, entre los cuales se encuentran los públicos, pues ellos gozan de presunción de autenticidad, de manera que los mismos, como se dijo en precedencia, pueden ser ingresados directamente en el juicio oral por la parte interesada, a condición de que hayan sido descubiertos oportunamente y su práctica solicitada y decretada en la audiencia preparatoria. Deberá sí, previamente a ser entregados al juez, dársele traslado a la contraparte para que ésta verifique que se trata de los mismos documentos descubiertos y cuya práctica se ordenó en su momento...” (Subrayas ex texto). 
6.4.7 Con base en las razones antes expuestas, la Sala considera que se debe confirmar la decisión de primera instancia que negó la solicitud de la delegada del ente acusador, consistente en la práctica de unos testimonios pedidos como prueba sobreviniente para reemplazar los testimonios de las Dras. Gladys Montoya Garcia y Lina Johana Bulla Escobar por los de Juan Ismael Moreno y Jairo Pardo Suárez, a efectos de introducir los documentos mencionados por la delegada de la FGN, decisión que como se expuso no tiene efectos frente al ingreso de los mismos al juicio, que se puede hacer directamente en atención al precedente antes citado de la SP de la CSJ del 1 de junio de 2017, radicado 46278.
6.5 Finalmente se agrega que en razón del tiempo transcurrido y la demora que tuvo el ponente para registrar el proyecto en mención, se instará al juez de conocimiento para darle la mayor celeridad posible a la presente actuación, que se encuentra en la fase del juicio oral, en razón de lo manifestado en acápite denominado “consideración inicial” de esta providencia. 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, 
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada por la Juez Promiscuo del Circuito de La Virginia  Risaralda, en sesión de juicio oral donde negó la práctica de la prueba sobreviniente solicitada por la representante de la FGN, en lo que fue objeto de impugnación, con la salvedad sobre el ingreso directo de esos documentos al juicio, como se manifestó en el apartado 6.4.7 de esta decisión.
SEGUNDO: INSTAR al juez de conocimiento para que le de la mayor celeridad posible a la presente actuación que se encuentra en la fase del juicio oral, en razón de lo manifestado en acápite denominado “consideración inicial” de esta providencia. 
TERCERO: La presente determinación queda notificada en estrados y contra ella no procede ningún recurso.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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